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    Prólogo




    Hace más de 30 años, en la cúspide de la ola de democratización en América Latina, el conocido urbanista y político Catalán, Jordi Borja, declaró en el libro Rethinking the Latin American City que la “[d]escentralización y la participación… deben ser convertidos en mecanismos complementarios que se reforzarán mutuamente en aras de una mejor gestión y una profundización de la democracia.” Era un momento en que tanto buena parte de la izquierda latinoamericana como los organismos de desarrollo y finanza internacional, especialmente el Banco Mundial y el Programa de Desarrollo de las Naciones Unidas, estaban pregonando la descentralización de los gobiernos nacionales combinada con la ampliación de la participación ciudadana. Esta confluencia rara y el auge de la “marea rosada” en América Latina, primero al nivel local y después nacional, contribuyó a un amplio proceso de experimentos de descentralización participativa en la región en las últimas décadas, los cuales los académicos han intentado entender y explicar durante esta trayectoria. Sus análisis típicamente se enfocan en las ideologías y rivalidades entre partidos políticos en los diferentes niveles de gobierno y la historia de la (des)centralización, que determinan los recursos y autoridades disponibles para los gobiernos subnacionales y afectan sus posibilidades de conseguir las mejoras esperadas.




    En este libro, Claudia Kuzma incluye esos temas, pero va más allá con su dedicación a percibir las diferencias importantes entre regiones rurales y urbanas además de la presencia de enclaves étnicos – o minorías racializados – en determinadas áreas que alteran los efectos de las reformas descentralizadoras. Su obra nos ayuda entender porque muchas veces los resultados de la descentralización en la región muchas veces, pero no siempre, han sido decepcionantes. Kuzma ha diseñado una investigación reveladora no solamente sobre dos países interesantes, Chile y Uruguay, pero sobre seis municipalidades dentro de ellas que son poco conocidas, o hasta ignoradas, en el mundo académico: Municipio A (dentro de Montevideo), Santa Rosa, y Isidoro Noblía en Uruguay, y Recoleta (dentro de Santiago), Empedrado, y Perquenco en Chile. Las comparaciones que Kuzma desarrolla nos ofrecen perspectivas interesantes sobre la vida política en los pueblos rurales y las grandes ciudades.




    El libro avanza nuestro entendimiento en dos maneras principalmente. Primero, presenta un análisis rigoroso de los procesos de descentralización en dos países que raramente son comparados a lo largo de este eje. Como países con gobiernos unitarios, Chile y Uruguay típicamente son vistos como dos de los países más centralizados que quedan en las Américas. Sin embargo, los dos han emprendido reformas descentralizadoras adicionales en los últimos quince años que no han sido muy reconocidos o estudiados en la región más amplia. Kuzma nos da pistas nuevas sobre los detalles y los límites de estas reformas, particularmente con respecto a la resiliencia de patrones sociales arraigados en las zonas rurales que inhiben el cambio.




    Segundo, el foco distintivo en los grupos indígenas y afrodescendientes avanza nuestra comprensión con su investigación de cómo la descentralización afecta estos grupos y cómo ellos han reaccionado. El libro sugiere que mientras las reformas descentralizadoras han logrado poco para ambos grupos, sus perspectivas y maneras de reaccionar son diferentes. En contraste con los Mapuches, quienes respondieron con una resistencia generalizada al gobierno, la política de los Afro-Uruguayos en las zonas rurales ha quedado esencialmente sin cambios, o sea, todavía enredada en relaciones clientelares y caudillistas.




    Al final, este libro puede ser utilizado para repensar la descentralización participativa en una manera que atiende a lo que Kuzma llama “la dimensión sociocultural del territorio.” Además de avanzar un modelo que aumenta recursos y poder político adecuado para responder a los deseos y necesidades locales, esto significaría prestar atención a las diferencias culturales en las áreas rurales y con presencia de grupos étnicos minorizados y discriminados en el pasado y el presente. Si se quiere que la descentralización participativa llene las expectativas de sus promotores y contribuya a la profundización de la democracia en una región donde la población está menos y menos satisfecha con sus gobiernos, este libro puede ayudar a guiarnos en este camino.




    Benjamin Goldfrank


  




  

    El territorio de la descentralización participativa




    Gonzalo Delamaza




    El texto que va usted a leer ofrece una interesante perspectiva de investigación operacional -un estudio comparativo de casos similares- para estudiar un fenómeno complejo: la descentralización participativa. Lo hace con el fin de enriquecer las perspectivas politológicas más difundidas, referidas principalmente al despliegue de los proyectos nacionales de descentralización. Aca, en cambio se comparan países entre sí, territorios entre sí y territorios entre países. Un esfuerzo notable, que debiera continuarse y complementarse. Compara territorios de dos países, Uruguay y Chile, que se parecen en algunos aspectos, pero difieren sensiblemente en los dos aspectos considerados: el proceso de descentralización y la institucionalidad de participación, como componentes de los proyectos políticos nacionales. Ambos son países tradicionalmente centralizados y se asemejan en el bajo porcentaje de gasto fiscal descentralizado. Pero en Chile existe una estructura municipal centenaria, que siempre ha ocupado un lugar en la administración -que no gobierno- local. Pues en Chile no existen gobiernos locales. Precisamente en ese nivel, municipal, recayó la principal medida descentralizadora de la dictadura militar chilena, inserta en el proyecto neoliberal de desmantelamiento del Estado central: el traspaso de la administración de la salud primaria y la educación básica y media a los municipios. En Uruguay, en cambio, los municipios fueron creados recientemente, como parte de un proyecto descentralizador y participativo, es decir, en un contexto muy diferente. Anteriormente a la reforma, el territorio solo se organizaba en Departamentos. Adicionalmente el poder municipal en Chile reside casi completamente en el alcalde/sa, mientras en Uruguay tiene un carácter más colegiado.




    La autora explora las diferencias que significan los territorios, considerados en clave socio cultural -no espacial, ni geográfica- sobre los resultados del proceso de descentralización participativa. Como proyecto que busca resultados, sólo existe en el caso de Uruguay, puesto que en Chile, ni la municipalización de los servicios de educación y salud a comienzos de los años 80, ni posteriormente las medidas de descentralización administrativa en el ámbito regional, tuvieron como objetivo la participación. De hecho la Ley 20.500 de Asociatividad y Participación Ciudadana en la Gestión Pública, promulgada en 2011, excluyó explícitamente el ámbito regional (regiones definidas en 1976, gobiernos regionales en 1993). En la gestión municipal sustituyó un Consejo Económico Social por un débil Consejo de Organizaciones de la Sociedad Civil, de carácter consultivo, como su nombre lo indica, que no ha ayudado al fortalecimiento de la sociedad que lo origina. En el caso de los presupuestos participativos municipales, Egon Montecinos ha identificado treinta y cinco experiencias, alrededor del 10% de los municipios chilenos. Su duración promedio es de tres a cuatro años y los montos presupuestarios son muy poco relevantes. No se detectan incentivos políticos, ni institucionales, para profundizar la participación.




    Por otra parte, los mecanismos de participación contemplados en la Ley Orgánica Municipal de 1999 han implicado algún avance, aunque lento y no demasiado significativo. La mayor parte de los municipios cuentan con una Ordenanza Comunal de Participación, la cual debe ser actualizada periódicamente con involucramiento de la comunidad. Sin embargo, como es más bien un requisito administrativo y legal, la mayor parte de las ordenanzas se rigen por un “formato tipo” publicado por la Asociación Chilena de Municipalidades. Esto significa que existe ordenanza, pero no necesariamente participación, ni menos apropiación de los mecanismos. El segundo instrumento son las Audiencias Públicas del Concejo Municipal, a solicitud de un número determinado de vecinos. No tenemos evidencia sobre el uso de esta herramienta. Finalmente, la ley de 1999 consagra el único mecanismo de democracia directa de la legislación chilena: los plebiscitos municipales, sobre atribuciones exclusivas de estos, que pueden ser convocados tanto por la autoridad o por la ciudadanía, si logra reunir un número de firmas determinadas. La experiencia de veinticinco años, muestra un pobre resultado: solo se ha realizado un plebiscito de origen ciudadano, en la comuna de Vitacura, la más rica del país. Y otras tres comunas han realizado alguno de origen alcaldicio. Las barreras de entrada, en términos de costo para los vecinos y para el municipio, las altas exigencias en cuanto a firmas a reunir, son algunos aspectos que vuelven inviable el mecanismo.




    En el caso uruguayo, en cambio, el proyecto descentralizador reciente, aparece más ligado a objetivos de participación ciudadana, lo cual, en principio, lo vuelve más interesante para los propósitos declarados del trabajo y fundamenta la estrategia comparativa: estimar los resultados de la dimensión participativa y los factores que influyen en ella. Sin embargo, las conclusiones de Claudia Kuzma, a través de su detallado trabajo comparativo, no son auspiciosas: la diferencia de proyectos políticos descentralizadores no parece incidir mayormente en el resultado del proceso. En cambio, son otras las variables que si diferencian los casos: el tipo de territorio -urbano o rural- que denomina residencia geográfica; y la presencia mayor o menor de grupos étnicos diferenciados -más pobres, rurales y sin presencia político institucional- en la comuna. En buenas cuentas, las diferencias estructurales de los territorios entre sí. Estructurales en el sentido que responden a características de su poblamiento, a su inserción en los circuitos económicos y a la presencia de grupos históricamente excluidos de la construcción de los estados-nación. ¿Cómo explicar este fenómeno? Y, más importante aún, ¿cómo responder de una manera más eficaz y transformadora? Un factor a considerar es el corto tiempo transcurrido desde la conformación de los municipios en Uruguay. Más allá de ello, creo que la evidencia aportada en este trabajo nos ayuda a cambiar la perspectiva para abordar el asunto: pasar de la descentralización -participativa o no- al fortalecimiento de los territorios.




    Se afirma en el texto, a partir de un planteamiento de Benjamín Godlfrank, que la descentralización es un requisito para la expansión de la participación en los territorios. El caso más citado para esto es la experiencia brasileña del presupuesto participativo.1 Es un punto relevante, puesto que en un orden centralizado pueden haber opciones participativas -como en el propio Uruguay- pero ello no permite abordar un conjunto de asuntos que difieren en cada uno de los territorios. Hemos examinado esta relación previamente.2 Descentralizar es necesario, para producir un proceso efectivo y genuino de participación. Sin embargo, la vinculación tiene también otra arista: el proceso de descentralización tendrá un carácter muy diferente según incluya o no mecanismos que posibiliten la participación de la ciudadanía en los asuntos públicos. Así, la participación no es un requisito para descentralizar y la descentralización no necesariamente amplía las oportunidades para participar, como lo demuestran en Chile tanto la municipalización de servicios públicos en 1981 como la mencionada creación de los gobiernos regionales en 1993. La relación entre ambos procesos solo podrá establecerse en el marco de una democratización sustantiva, tanto de la institucionalidad como de las prácticas políticas y las relaciones sociales.




    La participación es un dato presente en toda política pública y, por lo tanto, la cuestión no es si se debe incorporar participación o no (esta ya existe, pues no hay políticas desarrolladas por una sola persona), sino más bien qué tipo de participación se plantea. En otras palabras, es necesario fijar ciertos estándares de participación, asociados a profundizar la democracia en el ámbito subnacional, que permiten relacionarla con el proceso de descentralización. En particular, si se plantea la descentralización como una transferencia de poder, es decir como un componente de la política democrática, se requiere plantear una participación que empodera a los ciudadanos. Señalamos que los avances del proceso descentralizador pueden fortalecer la participación, en la medida que, por una parte, acerquen las decisiones a los ciudadanos, que estos tengan oportunidades para tomar decisiones en los territorios y, por otra parte, que asuntos relevantes se decidan a el nivel local o regional, es decir, que se pueda decidir sobre algo importante en el territorio. En esta medida, la participación ciudadana es también un resultado esperable de una descentralización democratizadora.




    El texto de Claudia Kuzma nos permite ahora ir más allá, al incorporar desde el inicio las variables territoriales, del territorio como construcción social y no como espacio geográfico. Esto significa reconocer como objetivo principal el fortalecimiento de los territorios y no la descentralización en sí misma, que sería más bien el requisito de un asunto más complejo, profundo y diferenciado territorialmente. Descentralizar es un proceso top down, pero la participación efectiva e incidente es un proceso bottom up. De esta manera, los objetivos normativos de modernización, democratización e incremento de la equidad, requieren tanto de un orden más descentralizado, como del fortalecimiento de los territorios. Y no son un resultado automático de la creación de instituciones en los ámbitos locales o subnacionales en general, especialmente cuando se trata de procesos recientes, como sucede en Uruguay. La evidencia empírica y comparativa aportada por este libro, permite darle rostro concreto a este problema. Me parece que sus conclusiones ayudan también entender por qué las experiencias participativas locales, que tantas esperanzas suscitaron a comienzos del siglo, han ido perdiendo impulso y revelando múltiples limitaciones.




    En el libro se aborda la dimensión socio-cultural del territorio en base cuatro variables bastante complejas: las relaciones sociales, relaciones de poder, imaginarios e identidades. El esfuerzo de análisis comparativo utiliza instrumentos cualitativos, principalmente el discurso de los actores, que nutre la estimación de los resultados. Al respecto creo conveniente realizar tres comentarios, estimulados por la investigación. En primer lugar creo que existe un desafío conceptual para que profundice la dimensión socio-cultural. En este trabajo, el énfasis está en la cultura política, aunque se mencionan otros elementos en la caracterización de los casos. Las cuatro variables son consideradas de igual peso relativo, aún cuando se trata de asuntos bastante diferentes. Me parece que una discusión específica sobre el concepto y sus implicancias metodológicas, es una vía de profundización de este trabajo.




    Un segundo asunto es operacional: ¿Cuáles son las variables e indicadores que mejor convienen para estudiar a la configuración socio-cultural del territorio? ¿Basta con el análisis de los discursos, es decir la subjetividad, explicitada ante una investigadora, para estudiarla? ¿O sería necesario complementar con otros datos que ayuden a mensurar los avances o retrocesos en la materia? No es fácil hacerlo, cuando hablamos de caudillismo, clientelismo, rendición de cuentas, apropiación. Y, luego, ¿cómo estimar la magnitud o intensidad de determinados resultados? En un estudio comparativo como este, creo preferible utilizar medidas también comparativas. Más que concluir sustantivamente sobre cada territorio en particular, que posiblemente requeriría estrategias metodológicas más complejas, sí se puede señalar que en un municipio, por ejemplo, predominan relaciones sociales más tradicionales que en otro, o relaciones políticas mas o menos verticales, que otro con el que se le compara.




    Por último, podríamos decir que este trabajo reafirma la importancia de la dependencia de la trayectoria (path dependence) en los territorios, por sobre las intervenciones institucionales, todavía recientes, sin coherencia ni integralidad, carentes de un enfoque verdaderamente territorial. Los territorios muestran una entidad específica que no puede ser ignorada y que reclaman estrategias diferenciadas. Estas se pueden apoyar sobre reformas institucionales y legales, pero no se agotan en ese esfuerzo. La evidencia empírica de este trabajo, basada en un enfoque comparativo, sistemático y, respetuoso además de la trayectoria histórica de los diferentes entornos, representa una notable contribución en esta dirección.




    




    

      

        	1 Usualmente, y este trabajo no es una excepción, se cita la experiencia de Porto Alegre. Sin embargo, el presupuesto participativo se inició tanto allí como en Santo André, parte del ABC paulista y en la pequeña localidad obrera de Ipatinga, en Minas Gerais. Porto Alegre, es el caso más estudiado, junto a otros posteriores.





        	2 Ver: G. Delamaza, 2017. ¿Participar para Descentralizar o Descentralizar para Participar? Camilo Vial y José Hernández, eds. ¿Para qué Descentralizar? Centralismo y políticas públicas en Chile. Análisis y evaluación por sectores. Santiago: ICHEM, pp. 73 – 96.



      


    


  




  

    01.




    Introduccción




    Este proyecto de investigación responde a inquietudes y preocupaciones emergentes de mi experiencia profesional como Trabajadora Social en el ámbito del Ministerio de Desarrollo Social en Uruguay, tales como la implementación de un modelo de gestión territorial a lo largo de todo el país, en procura de abordar la pobreza y las desigualdades sociales. Esta investigación se sustenta también en mis intereses académicos, incluyendo la construcción de ciudadanía y el fortalecimiento de la democracia en América Latina. Los/as Trabajadores/as Sociales se consideran a sí mismos como profesionales e intelectuales comprometidos/as con la tensión entre la reproducción de las desigualdades y la producción de resistencias. Por tanto, deben ser capaces de comprender y analizar las desigualdades sociales para promover las capacidades de resistencias alternativas, desde una perspectiva de los Derechos Humanos, entre las comunidades excluidas y marginadas de nuestras sociedades contemporáneas (Iamamoto, 2003: 29-95). Este estudio se inspiró también en mis anteriores experiencias de trabajo en proyectos de descentralización y cohesión social promovidos por el gobierno nacional en el contexto de un proceso de profundización de la descentralización a lo largo de la última década, en todo el país, especialmente en las zonas rurales del Uruguay.




    A pesar de que, a partir del año 2009, un nuevo marco jurídico instituyó el tercer nivel de gobierno con la creación de 89 municipios en el Uruguay, muchos obstáculos y contradicciones permanecen a más de una década de su establecimiento. La implementación de la política de descentralización y sus consecuencias (resultados) ha sido largamente estudiada y discutida por investigadores en las últimas décadas, especialmente en términos de sus aspectos socio-políticos, así como también de gobernabilidad, gobernanza y rendición de cuentas en el contexto de la reforma del Estado en América Latina. Desde los estudios comparativos de nivel macro relacionados a la economía política y a las reformas políticas hasta los estudios enfocados en las políticas subnacionales, la política de la descentralización ha sido analizada en profundidad por académicos, e incluida en las agendas públicas de los gobiernos nacionales de América Latina en los últimos años (Eaton, 2004; Falleti, 2010; Goldfrank, 2011). La mayoría de estos estudios han enfatizado el impacto del proyecto político o el modelo ideológico de descentralización en el éxito de la implementación de esta política; muchos estudios se han enfocado en los resultados de la descentralización en términos de eficiencia y eficacia de la administración pública, las reformas del marco jurídico o la profundización de la democracia participativa (Coraggio, 2004; Goldfrank, 2011; Grindle, 2007; Veneziano, 1999).




    A pesar de que, en las últimas décadas, algunos países latinoamericanos han creado e implementado un modelo de descentralización participativa, aún se constatan importantes obstáculos y dificultades en los mismos. A su vez, si bien la literatura existente sustenta que la descentralización siempre devuelve poder a los gobernadores y alcaldes, los efectos de la descentralización en las políticas subnacionales y en los intereses territoriales son diversos (Falleti, 2010). Desde este trabajo se considera que el análisis de la descentralización desde la perspectiva de la dimensión socio-cultural del territorio permite comprender esas contradicciones y obstáculos que impiden profundizar la descentralización participativa a nivel local. Además, a pesar de que, en los últimos años, se han llevado a cabo numerosos estudios sobre las políticas subnacionales, existen muy pocas investigaciones comparativas de la descentralización desde la dimensión socio-cultural del territorio. Dicha dimensión consiste en las características socio-culturales de un territorio específico que incluye las formas en que una comunidad se autoorganiza para enfrentar y manejar los problemas de desarrollo; el tipo de relación entre los/as líderes políticos/as y sociales y la ciudadanía, lo cual supone la distribución del poder dentro de la comunidad y la conformación de un determinado tipo de liderazgo; y el proceso de identificación individual que implica la internalización de ciertos valores, costumbres, ideas y sentimientos sobre sí mismos y sobre los demás, como miembros de un determinado grupo o de una comunidad local. Por tanto, esta dimensión socio-cultural del territorio consiste en cuatro subcomponentes: relaciones sociales, relaciones de poder, identidades e imaginarios. Es decir, se considera al territorio como una categoría crucial para analizar los procesos de descentralización participativa que permita transformar la gestión pública centralista y sectorial en la región de América Latina.




    En este marco, se plantea que los procesos de descentralización participativa dependen de las características territoriales, particularmente de sus dimensiones socio-culturales y políticas. Al respecto, el territorio no sólo refiere a las ideas sobre la tierra, el espacio, las medidas, las fronteras, los derechos y la autoridad que frecuentemente se vinculan al estado-nación (Moore, 2015; Sassen, 2006), sino que también implica las relaciones sociales, las prácticas, el poder, los significados y las identidades (Delaney, 2009; Escobar, 2008). De hecho, el territorio implica una construcción socio-cultural en la cual las relaciones sociales, las relaciones de poder, las identidades e imaginarios resultan cruciales para determinar su forma, función y significado. Por tanto, el territorio se convierte en una realidad construida por la gente a través de sus acciones políticas que persiguen objetivos colectivos de cara a mejorar sus comunidades (Agnew, 2013; Antonsich, 2010).




    En el actual contexto socio-histórico y político de América Latina, abordar teóricamente este asunto no sólo resulta pertinente y oportuno sino extremadamente necesario dado que se relaciona directamente con la posibilidad de construir ciudadanía y fortalecer la democracia a nivel local. Explorar la dimensión socio-cultural como estrategia metodológica para transformar los patrones culturales profundamente arraigados, tanto en los organismos públicos como en la sociedad civil, resulta crucial dado que los Estados latinoamericanos han sido conformados con base en modelos culturales europeos que dieron forma a los actuales imaginarios, mentalidades e identidades culturales. En su conformación en el siglo XIX, los estados no garantizaron plenamente los derechos ciudadanos para todos los grupos; olvidando o dejando de lado a las denominadas minorías como las comunidades indígenas, las personas Afro-descendientes, las mujeres, los jóvenes y campesinos (Escobar, 2008: 200-253). Por tanto, el objetivo de esta investigación consiste en analizar las formas en que el territorio (particularmente la dimensión socio-cultural) influye en los resultados de la descentralización participativa. Específicamente, este estudio procura conocer cuáles son los principales factores que inciden en el éxito o fracaso de la política de la descentralización participativa en Uruguay y en Chile, desde una perspectiva comparativa, cualitativa e interdisciplinaria.




    Para alcanzar este objetivo, tres casos, dos municipios rurales y uno urbano en Uruguay, fueron comparados con sus correspondientes casos similares en Chile; la comparación se basó en el método de diferencia de J. Stuart Mill, conocido como “the most similar design” o el diseño más similar (George & Bennett, 2005). Dicho método se utilizó de dos formas: 1) Comparando municipios o municipalidades similares entre los dos países, permitiendo observar la variación del proyecto político a nivel nacional; 2) Comparando los casos municipales dentro de cada uno de los dos países, para observar la variación de la dimensión socio-cultural del territorio, dentro de un único modelo o proyecto de descentralización participativa. Para comprender la influencia de la dimensión socio-cultural del territorio en los resultados de la descentralización participativa, la selección de los casos municipales procuró que todos presentaran un bajo o medio nivel socio-económico, medido por las necesidades básicas insatisfechas, pero variando otras características de interés para este estudio. Dichas características consisten en la presencia de un porcentaje significativo de minorías étnicas (porcentaje mayor que el promedio nacional de población Afro-descendiente en el Uruguay y de comunidades Mapuche en Chile) para analizar el efecto de la dimensión étnico-cultural (grupo étnico/no grupo étnico); y la ubicación geográfica de la municipalidad para analizar el efecto de la residencia geográfica (zona rural/zona urbana).




    La selección de municipios relativamente pobres se basó en la necesidad de analizar el impacto de la descentralización participativa en el desarrollo humano de cada país. Por tanto, los tres casos dentro de cada país serán denominados como rural/grupo étnico, rural/no grupo étnico y urbano/no grupo étnico. El nivel socio-económico (bajo o medio), la residencia geográfica (rural/urbano) y la etnicidad constituyen variables que caracterizan un determinado territorio. De hecho, estas son concebidas como variables de uno de los subcomponentes (relaciones sociales, relaciones de poder, imaginarios) de la dimensión socio-cultural del territorio, como lo es la identidad.




    Los subcomponentes de la dimensión socio-cultural del territorio (relaciones sociales, relaciones de poder, identidades e imaginarios) impactan sobre los resultados de la descentralización participativa (DP) en términos de capacidades del gobierno local y la sociedad civil para implementar exitosamente esta política. Las relaciones sociales, por ejemplo, inciden en la existencia de una gobernanza horizontal en determinado territorio, en tanto este tipo de gobernanza requiere un alto nivel de comunicación entre los individuos y una alta capacidad de autoorganización en la sociedad civil. Además, las relaciones sociales influyen en la apropiación de los espacios y mecanismos para la rendición de cuentas (accountability) así como en las herramientas necesarias para los procesos de toma de decisión de la sociedad civil. Las relaciones de poder también inciden en la apropiación de espacios y mecanismos para la rendición de cuentas por parte de la ciudadanía. Aquellas relaciones de poder basadas en una estructura más horizontal entre los líderes políticos y los/as ciudadanos/as pueden transformar el clientelismo y la dependencia en autonomía y cooperación. Las identidades tradicionales, conservadoras y tendientes al aislamiento que suponen un proceso histórico de exclusión y discriminación hacia grupos étnicos (Afro-descendientes en Uruguay y comunidades Mapuche en Chile) pueden incidir en la falta o insuficiencia de espacios y mecanismos de espacios para la rendición de cuentas, en el liderazgo autoritario, en la falta de o en las dificultades para la autoorganización; y en la debilidad de las herramientas y capacidades para los procesos de toma de decisión en la sociedad civil. Sin embargo, una identidad moderna y cohesiva que integra la diversidad étnica y cultural, produce un liderazgo horizontal, transparente y calificado en los actores políticos y puede contribuir a los necesarios mecanismos para la rendición de cuentas y en capacidades más sólidas para los procesos de toma de decisión a nivel de la sociedad civil local. Finalmente, imaginarios basados en la confianza, que implica comunicación entre individuos y grupos, la creencia de que la política es una actividad fuertemente vinculada a los problemas sociales y las necesidades, y una fuerte relación con la tierra o espacio donde se desarrolla la vida comunitaria, conduce a un gran compromiso e involucramiento de la sociedad civil y una mayor contribución a una gobernanza horizontal, a través de la sinergia y las redes sociales. Además, este tipo de imaginarios mejora la apropiación de espacios y mecanismos para la toma de decisión. La interacción entre la dimensión socio-cultural y los resultados de la DP serán explicados en detalle a través de los casos seleccionados.




    La comparación entre los casos rural/étnico y rural/no grupo étnico dentro de cada país permitió analizar la variación de la dimensión étnico-cultural del territorio y sus efectos en los resultados de la DP dentro del país en cuestión. La comparación entre los casos rural/no grupo étnico y urbano/no grupo étnico dentro de cada país facilitó observar el efecto de la residencia geográfica al interior de dicho país. Si los tres casos en Uruguay evidenciaban similitudes a nivel nacional, y los tres casos municipales en Chile también revelaban similitudes dentro del país, pero los casos uruguayos presentaban diferencias respecto a los chilenos, entonces podíamos inferir que el proyecto político es el factor más importante para explicar los resultados de la descentralización participativa. Por tanto, en los casos similares a nivel nacional se estaría observando el efecto del proyecto político en los resultados de la DP. Sin embargo, si las comparaciones de los casos entre ambos países presentaban mayores similitudes que las constatadas entre los tres casos entre sí dentro de cada país, entonces podíamos inferir que la dimensión socio-cultural del territorio constituye un factor más relevante que el proyecto político para explicar los resultados de la DP. Sin desestimar el rol del proyecto político y de otros factores institucionales y políticos, este análisis sugiere que la dimensión socio-cultural del territorio constituye el factor más importante para comprender la variabilidad de los resultados de la descentralización participativa.




    El efecto de la dimensión étnico-cultural del territorio en los resultados de la DP en Uruguay fueron observados a través de la comparación entre dos casos: el Municipio de Isidoro Noblía (rural, bajo nivel socio-económico y alto o significativo porcentaje de población Afro-descendiente) y el Municipio de Santa Rosa (rural, bajo nivel socio-económico y bajo porcentaje de población Afro-descendiente). El efecto de la dimensión étnico-cultural del territorio en los resultados de la DP en la sociedad civil en Uruguay fue constatado a través de las graves dificultades para construir gobernanza horizontal; en los obstáculos para la apropiación de espacios y mecanismos para la rendición de cuentas; en las bajas capacidades y herramientas para los procesos de toma de decisión y desarrollo local en el Municipio de Isidoro Noblía, comparado con el Municipio de Santa Rosa. Respecto al gobierno local, el efecto de la dimensión étnico-cultural del territorio fue constatado en los insuficientes espacios y mecanismos para la rendición de cuentas promovidos desde el municipio, así como en la baja calidad de representación, observados en mayor medida en Isidoro Noblía que en Santa Rosa.




    El efecto de la dimensión étnico-cultural del territorio en los resultados de la DP en Chile fue analizado a través de la comparación entre la Municipalidad de Perquenco (rural, bajo nivel socio-económico y alto porcentaje de comunidades Mapuche) y la Municipalidad de Empedrado (rural, bajo nivel socio-económico y bajo porcentaje de comunidades Mapuche).




    La exclusión social y política de los grupos étnicos, como las comunidades Mapuche en Perquenco influye en los resultados de la DP en ambos actores locales: sociedad civil y gobierno. Cuando la comparamos con la Municipalidad de Empedrado, el estudio refleja que la sociedad civil en la Municipalidad de Perquenco enfrentaba mayores desafíos en términos de construcción de gobernanza horizontal y en la apropiación de espacios y mecanismos para la rendición de cuentas, así como en menores capacidades y herramientas para los procesos de toma de decisión y desarrollo local. En la arena del gobierno local, el efecto de la dimensión étnico-cultural del territorio se evidenció en los escasos espacios y mecanismos para la rendición de cuentas promovidos por la municipalidad y la baja calidad de representación constatados en mayor medida en Perquenco que en Empedrado.




    En cuanto a la comparación internacional (entre ambos países) de las municipalidades rurales con presencia de grupos étnicos en Uruguay y en Chile, mayores similitudes, en términos de los resultados de la DP, fueron observados entre éstas que dentro de cada país. De hecho, a pesar de que se han implementado proyectos políticos muy diferentes en estos países en la última década, en este estudio se han encontrado muchas similitudes entre el Municipio de Isidoro Noblía (Uruguay) y la Municipalidad de Perquenco (Chile). Ambas municipalidades han experimentado similares resultados de DP por parte del gobierno local, en términos de promoción de espacios y mecanismos para la rendición de cuentas y de la calidad de representación, así como también por parte de la sociedad civil local, en términos de gobernanza horizontal, apropiación de espacios y mecanismos para la rendición de cuentas y capacidad para los procesos de toma de decisión.




    El efecto de la residencia geográfica en los resultados de la DP dentro de un país fue estudiado tomando en cuenta las similitudes y diferencias entre las municipalidades respecto a la ubicación geográfica (urbana o rural) en cada país, manteniendo algunas variables de control, como el bajo nivel socio-económico, el bajo o no significativo porcentaje de grupos étnicos (población Afro-descendiente o comunidades Mapuche), y la misma variable interviniente, o sea el proyecto político nacional de descentralización dentro de un país (Uruguay o Chile) constantes.




    Respecto a la comparación entre el caso de estudio urbano/no grupo étnico y el caso de estudio rural/no-grupo étnico en Uruguay, los municipios seleccionados fueron el Municipio A y el Municipio de Santa Rosa, respectivamente. Las diferencias observadas entre el Municipio A y el de Santa Rosa pueden ser explicadas por el efecto de la residencia geográfica (municipio urbano o rural) en los resultados de la DP en estos casos de estudio. De hecho, a pesar de la existencia de similares variables de control – bajo nivel socio-económico y bajo porcentaje de grupos étnicos (población Afro-descendiente) – y de la misma variable interviniente – el actual proyecto político nacional de descentralización participativa, conducido por el partido político de izquierda Frente Amplio, y el mismo partido político en el gobierno departamental y municipal en ambos municipios (Frente Amplio-MPP) – los resultados de la DP en el Municipio A y en el Municipio de Santa Rosa evidencian significativas diferencias. Dichas diferencias pueden ser explicadas por el efecto de la residencia geográfica en los resultados de la DP.




    En cuanto a la comparación entre el caso urbano/no grupo étnico y el caso rural/no grupo étnico en Chile, los casos seleccionados fueron la Municipalidad de Recoleta y la Municipalidad de Empedrado respectivamente. Las diferencias observadas entre la Municipalidad de Recoleta y la Municipalidad de Empedrado podrían explicarse por el efecto de la residencia geográfica en los resultados de la DP. A pesar de la existencia de similares variables de control – bajo nivel socio-económico, bajo porcentaje de población Mapuche – y la misma variable interviniente (el actual proyecto político nacional de descentralización liderado por el partido político de centro-derecha Renovación Nacional – los resultados de la DP en la Municipalidad de Recoleta y en la Municipalidad de Empedrado presentan importantes diferencias.




    La Municipalidad de Recoleta se caracteriza por una tendencia a fuertes relaciones sociales, relaciones de poder horizontales, una identidad moderna y cohesiva, e imaginario comprometido y confiado. A pesar de observar clientelismo y paternalismo en algunos líderes políticos, la creciente relación horizontal entre los líderes políticos y la sociedad civil conduce a una mayor calidad de representación en términos de transparencia, legitimidad y liderazgo horizontal de los líderes políticos y sociales, en Recoleta que en Empedrado.




    Finalmente, se realizó una comparación a nivel internacional (entre Uruguay y Chile) de los casos de estudio urbano/no grupo étnico en Uruguay (Municipio A) y en Chile (Municipalidad de Recoleta); y una comparación internacional entre los casos rural/no grupo étnico en Uruguay (Municipio de Santa Rosa) y en Chile (Municipio de Empedrado) para analizar el efecto de la residencia geográfica que podría atravesar ambos países versus la influencia del proyecto político nacional en los resultados de la DP en dichos países. Se observaron mayores similitudes en la comparación entre países que dentro de cada país sin importar qué proyecto político había estado liderando el proceso de descentralización. Además, tal como se esperaba, se encontraron mejores resultados de DP en términos de construcción de gobernanza horizontal, apropiación de espacios y mecanismos para la rendición de cuentas y capacidades y herramientas para los procesos de toma de decisión de la sociedad civil, así como también una creciente promoción de espacios para la rendición de cuentas y mejoras en la calidad de representación entre los municipios urbanos sin grupos étnicos en ambos países.




    Por lo tanto, una efectiva implementación de la política de descentralización que promueve genuinamente el desarrollo humano debe tomar en cuenta el territorio en toda su complejidad y diversidad, particularmente su dimensión socio-cultural (que incluye las relaciones sociales, las relaciones de poder, las identidades y los imaginarios), para comprender la subjetividad de los individuos y sus prácticas. Esta dimensión podría facilitar la comprensión de las acciones colectivas para enfrentar los problemas de desarrollo y proponer mejores soluciones para sus propias comunidades. Esta investigación procura aplicar el concepto de territorio para comprender las principales dificultades y desafíos para implementar la descentralización participativa en los países del Cono Sur. De hecho, ofrece una nueva perspectiva sobre los fracasos y éxitos de la DP en América Latina, explorando una alternativa a las corrientes más convencionales sobre la temática, tales como los macro análisis vinculados a la economía política y las reformas políticas, los estudios sobre las políticas subnacionales y la relevancia del proyecto político, así como los diseños institucionales que sustentan los procesos de descentralización. Este enfoque alternativo se focaliza en la dimensión socio-cultural del territorio, probando que a pesar de los diferentes proyectos políticos y los diseños institucionales que se han implementado en el Uruguay (descentralización social y política) y aquellos implementados en Chile (descentralización administrativa) en las últimas décadas, se constatan similares resultados en términos de descentralización participativa, en los dos comparaciones entre países, llevadas a cabo en esta investigación: entre los casos rural/grupo étnico (efecto étnico-cultural) y entre los casos rural/no grupo étnico y urbano/no grupo étnico (efecto de la residencia geográfica).


  




  

    02.




    Explorando algunos factores que inciden en la descentralización participativa




    2.1 El proceso de descentralización en América Latina: Debates sobre su origen, causas y consecuencias




    Este estudio se nutre de la articulación entre diferentes corrientes teóricas: desde el enfoque post-desarrollo y post-colonial para definir el territorio y la cultura (A. Escobar, S. Hall & P. Du Gay, J. Scott, E. Gudynas), pasando por el institucionalismo y la política comparada para definir la democracia participativa y la descentralización (L. Avritzer, G. Baiochi, B. Goldfrank, K. Eaton, T. Falleti, M. Grindle, B. De Souza), hasta la educación popular y la metodología participativa para llevar a cabo el trabajo de campo y el análisis de los resultados (P. Freire y R. Chambers). Es decir, desde el enfoque post-colonial y del post-desarrollo se concibe al territorio como una construcción socio-cultural y relacional y se analiza sus implicancias en la descentralización participativa (DP), particularmente uno de sus principales componentes: la identidad. Dicho enfoque teórico fue aplicado también para entender cómo el territorio podría convertirse en un espacio de empoderamiento capaz de promover la acción colectiva y superar el arraigado caudillismo y clientelismo en el gobierno municipal que afecta negativamente los resultados de la descentralización participativa, especialmente respecto a los grupos étnicos más excluidos de la sociedad, como los afro-descendientes y las comunidades Mapuche. Las perspectivas del institucionalismo y de la política comparada facilitaron el abordaje del origen, implementación, resultados, éxitos y fracasos, y actuales desafíos de la DP, en términos de profundizar la democracia en la región de América Latina. Los aportes de la educación popular y la metodología participativa, aplicados durante la investigación, permitieron comprender las condiciones previas de la sociedad civil en términos de procesos de aprendizaje que inciden en los resultados de la DP, tales como la capacidad de autoorganización, la apropiación de espacios para la rendición de cuentas y las herramientas y habilidades para los procesos de toma de decisión, en comunidades locales y barrios de Uruguay y Chile. La aplicación del método clásico de comparación, típico de un abordaje más institucionalista, a la descentralización participativa para analizar el concepto post-colonial de territorio, pretende contribuir de manera original al abordaje de estos tópicos.




    En las últimas décadas, la descentralización ha suscitado una creciente atención por parte de los partidos políticos, la academia y la ciudadanía en general, en América Latina. La mayoría de los estudios sobre el origen, las causas y consecuencias sobre los procesos de descentralización desde una perspectiva comparativa se fundamentan en un análisis a nivel macro vinculado a la política económica y a las reformas políticas. Además, a pesar de que existen importantes estudios sobre las políticas subnacionales, existen muy pocos abordajes comparativos sobre la descentralización desde la perspectiva de la dimensión socio-cultural del territorio; y esa es la principal contribución de este estudio. Se han producido diferentes investigaciones sobre el origen, las causas y consecuencias respecto a experiencias exitosas de descentralización, referidas a un solo país, como el caso de México (Grindle, 2007), o a la subregión sudamericana, desde una perspectiva comparativa e histórica (Eaton, 2004; Falleti, 2010; Goldfrank, 2011). De hecho, para algunos académicos, el origen del proceso de descentralización en América Latina se encuentra vinculado a la reforma estatal propuesta por las agencias internacionales. Estas reformas, basadas en la ideología neoliberal, procuraron transformar al Estado en términos de su funcionamiento, capacidad, eficiencia y eficacia a través de la reducción del costo fiscal, la privatización de los servicios y la reducción de las funciones del Estado para poder enfrentar la crisis del Estado de Bienestar entre mediados de la década de 1970 y 1980 (Coraggio, 2004; Falleti, 2007; Grindle, 2007; Veneziano, 1999; Ziccardi & Cardozo, 2009).




    El proyecto de descentralización en América Latina es también considerado una consecuencia natural del colapso de los estados desarrollistas con un comando centralizado y estructuras de planificación. Las primeras políticas de descentralización de la era post-desarrollo comenzaron hacia fines de la década de 1970 y el proceso continuó a lo largo de las siguientes dos décadas. De hecho, fue la región del mundo que implementó los cambios más radicales, en segundo lugar, después de España. Además, después de siglos de haber sido gobernados por funcionarios designados a nivel local, la mayoría de la ciudadanía de América del Sur ha podido elegir a sus Alcaldes, como resultado de la descentralización implementada en las últimas décadas (Falleti, 2010: 1-15). Sin embargo, las dictaduras han interrumpido los actos eleccionarios en la mayoría de los países de América Latina durante la década de 1970. De hecho, los gobiernos municipales fueron electos anteriormente a la dictadura, pero durante el régimen autoritario fueron nombrados por el presidente en Chile. Las elecciones municipales fueron reestablecidas en 1992 una vez que la democracia fue restaurada en este país. En el Uruguay, las primeras elecciones municipales fueron celebradas en 2010 cuando un nuevo marco jurídico estableció la creación de municipios en este país. Sin embargo, el fenómeno de la descentralización no es propio del período contemporáneo. Eaton (2004) cuestiona la relación entre descentralización y la macroeconomía y los procesos políticos contemporáneos, dado que los intentos por descentralizar y re-centralizar el Estado ocurrieron mucho antes en algunos países. Uno de los análisis enfatiza el rol de las reorientaciones de la economía política como causa de la descentralización (Eaton, 2004: 1-24). Otro macro-análisis establece que los cambios estructurales como la urbanización y el desarrollo económico fortalecen la tendencia a descentralizar. Sin embargo, en Brasil, fue un proceso político el que lideró la descentralización posterior a la dictadura. A su vez, el tipo de intereses territoriales (nacional o subnacional) es el principal factor que conduce a la adopción de diferentes tipos de políticas de descentralización (Falleti, 2005: 327-344). Finalmente, de acuerdo a Mardonez (2006), existen diferentes interpretaciones sobre la naturaleza de las políticas de descentralización en América Latina. Una de ellas, establece que fue el resultado del proceso de democratización promovido por los partidos políticos luego de la dictadura (Eaton, 2004; Grindle, 2007). La segunda, argumenta que se trató de una estrategia electoral desarrollada por los partidos políticos para obtener mayor poder político dentro de los municipios, como en el caso del Partido dos Trabalhadores en Brasil (O’Neill, 2003). La tercera interpretación propone que la mayoría de las reformas promovidas entre los países andinos fueron procesos de arriba hacia abajo y no desde abajo. De hecho, cuando no existen presiones desde abajo, la descentralización ocurre generalmente como resultado de un conflicto de intereses entre actores de alto nivel, como ocurrió en Argentina, Brasil, Chile y Uruguay (Eaton, 2004: 18).




    2.2 ¿Qué factores posibilitan una descentralización exitosa en América Latina? 





    A pesar de que los países latinoamericanos han implementado reformas significativas para descentralizar la estructura del Estado, se han observado varios obstáculos durante y posterior a estas reformas en las últimas décadas. Varios investigadores estudian cómo la descentralización se vincula con la democratización y la buena gobernanza, resaltando el rol de las instituciones subnacionales y las políticas locales (Eaton, 2004; Falleti, 2010; Grindle, 2007). Otros se enfocan en analizar cómo el poder es distribuido entre las burocracias centrales y locales (Falleti, 2010; Baiochi & Silva, 2008). A su vez, algunos investigadores han demostrado que los efectos de la descentralización en el balance de poder intergubernamental dependen de la secuencia temporal de los diferentes tipos de políticas de descentralización: administrativa, fiscal o política (Falleti, 2010: 15-20). Otros se focalizan en cómo el poder es distribuido entre las burocracias centrales y locales (Falleti, 2010; Baiochi & Silva, 2008). Los intereses territoriales (nacional o subnacional) que prevalecen en cada coalición de descentralización influyen en el tipo de reforma de descentralización que se adopta. Es decir, la política y las relaciones de poder entre los actores políticos dentro de un territorio específico afecta no sólo el proceso sino también los resultados de la descentralización (Falleti, 2010: 15-20).




    A pesar de que existe abundante literatura que plantea que la descentralización siempre devuelve poder de los gobernadores y alcaldes, los efectos de la descentralización en las políticas subnacionales y en los intereses territoriales son variados. Las políticas no sólo son el resultado de la política y las preferencias de los políticos: “las políticas también crean a la política” (Falleti, 2010: 3). Los estudios sobre la descentralización en América Latina muestran que la implementación temprana de las políticas ha repercutido en posteriores reformas. Además, el significado y los objetivos de una política de descentralización varía de acuerdo al tipo de Estado-Nación que se procura reformar. Por lo tanto, los procesos de descentralización deben ser analizados en el contexto particular del tipo de Estado-Nación donde dichos procesos se llevan a cabo (Eaton, 2004: 15; Falleti, 2010; 13). Los cambios en la relación entre los gobiernos nacionales y subnacionales no pueden ser atribuidos a los cambios en los modelos de desarrollo (Eaton, 2004: 16-17). En las últimas dos décadas de políticas orientadas al mercado, es posible identificar momentos de expansión y de contracción, alternativamente, de los poderes asignados a los actores subnacionales. Tanto la democratización como la descentralización pueden ser entendidas como procesos que dividen y fragmentan, en lugar de concentrar poder. Mientras la democratización redistribuye poder entre los actores del Poder Ejecutivo, Legislativo y Judicial, la descentralización redistribuye poder entre niveles de gobierno (Eaton, 2004: 16-17). Otros expertos analizan cómo la gobernanza local es afectada por las dinámicas de la competencia política, la capacidad de los líderes para movilizar recursos para el cambio, la modernización de la administración pública y la participación de la sociedad civil (Grindle, 2007: 10). Sin embargo, las prácticas clientelistas continuaron y afectaron la asignación de recursos públicos. El clientelismo, los vínculos partidarios y las relaciones personales revelan el peso de las relaciones políticas tradicionales para limitar la efectividad del liderazgo local (Grindle, 2007: 1-18). Clientelismo y caudillismo constituyen dos tipos similares de relacionamiento entre los líderes poderosos y los grupos o individuos que surgieron en las revoluciones de América Latina en el siglo XIX. El caudillismo apareció cuando el gobierno central fue incapaz de imponer su voluntad en toda la nación. La figura del caudillo se relacionó con la de los encomenderos (el cargo político más poderoso durante el colonialismo) que administraba la encomienda y ejercía el control sobre los pueblos indígenas y campesinos en la época colonial. Los encomenderos se transformaron en hacendados, estancieros de grandes haciendas que ejercían un poder económico y religioso sobre los indígenas, sacerdotes y campesinos. Los caudillos emergieron como líderes militares en las guerras por la independencia, en el proceso de construcción de la nación y la anarquía a lo largo de toda la región en la década de 1810. Los precursores de los caudillos fueron los líderes (como los gauchos) que se revelaron para cambiar las condiciones de vida hacia el final del período colonial. En el período anterior, no había lugar para el surgimiento de caudillos porque la América Española era el imperio más burocrático del mundo (Lynch, 1992: 402-424; Pizano, 2001: 74-82).




    Los caudillos respondían a diferentes tipos de grupos de presión y representaban intereses regionales. Se transformaron en benefactores, una fuente de patronazgo, que atraían apoyo (clientelismo) mediante la promesa de cargos públicos y otras recompensas a sus seguidores cuando obtuviesen el poder. La recompensa más apreciada era la tierra. De hecho, las promesas de los caudillos eran más apreciadas que las ofertas de los burócratas o legisladores. La mutua necesidad del patrón y el cliente se transformó en uno de los pilares del caudillismo en las nuevas repúblicas (Lynch, 1992: 402-424). La relación entre el caudillo (patrón) y los individuos, grupos y clases populares (clientes) se basó en la protección y los beneficios y por tanto en los intereses mutuos, la lealtad y la reciprocidad. Este tipo de relación autoritaria benefició a las elites y fue reproducida a lo largo de los siglos hasta el presente en la mayoría de los países latinoamericanos (Lynch, 1992: 402-424; Pizano, 2001: 74-82).




    Finalmente, el sistema de gobierno también afecta el proceso de descentralización, pero en ningún caso constituye un obstáculo. El sistema unitario de gobierno como el uruguayo puede lograr algún grado de descentralización participativa, mientras que sistemas políticos descentralizados, como el federal de Argentina, resultan en los hechos menos exitosos (Falleti, 2010; Litvack, 1998; Mitchell, 2008). 




    2.3 El proyecto político y su concepción sobre la descentralización: ¿un factor fundamental?




    Aunque existen varios factores que influyen en el proceso de descentralización, uno de los más importantes es el proyecto político detrás de la política, porque éste da forma tanto a su implementación como a los resultados. El proyecto político de la descentralización en América Latina refiere al modelo de descentralización, sobre el cual influyen no sólo la ideología del gobierno nacional y la oposición política, sino también los diseños institucionales preexistentes, el marco legal y el rol de las agencias internacionales en su implementación.




    Desde la perspectiva del mercado, promovida por las agencias internacionales, la descentralización fue concebida como una forma de gestión tecnocrática a través de la privatización y desregulación que permitirían transformar al Estado en un aparato más eficiente y efectivo. Uno de los ejemplos más exitosos económicamente del proyecto neoliberal en la región fue el implementado en Chile por el General Augusto Pinochet en el contexto de la dictadura militar concebida frecuentemente como “capitalismo autoritario” (Garretón, 1983: 109-119). En Chile, la dictadura comenzó en 1973, cuando los militares llevaron a cabo el golpe militar, destituyeron al Presidente Salvador Allende y establecieron la Junta Militar liderada por Augusto Pinochet. Este régimen autoritario se extendió a lo largo de diecisiete años y culminó en 1990 cuando el Presidente Patricio Aylwin fue electo democráticamente por la ciudadanía, gracias a un plebiscito que impidió a Pinochet acceder a un nuevo período de administración en 1988. Hasta 1973 el proceso político chileno se caracterizó por una “columna vertebral” conformada por tres fenómenos interrelacionados: la sustitución de importaciones, el aumento de la inclusión social y la existencia de un régimen político democrático. Las fuerzas militares creían que estos fenómenos causaron la “crisis” del socialismo que precedió la dictadura en Chile, y por tanto se necesitaba una rectificación (Garretón, 1983: 23-35). Los regímenes militares en el Cono Sur se desarrollaron en dos etapas: una fase inicial de reacción, caracterizada por la tarea de eliminar a los adversarios y una siguiente etapa de institucionalización en la cual el régimen intentó establecer nuevas reglas y procedimientos para guiar a los actores sociales y políticos (Garretón, 1983: 125-129). De hecho, la dictadura chilena se caracterizó por estas dos fases o “dimensiones”: 1) Una dimensión reactiva expresada a través de una brutal represión hacia las organizaciones populares y movimientos sociales como la Unidad Popular, basada en la ideología de la seguridad nacional, violando los derechos individuales y sociales y destruyendo el “sistema de mediaciones” entre el Estado y la sociedad civil para restaurar el “orden” nacional. 2) Una “dimensión fundacional” enfocada en estabilizar la economía a través del proyecto nacional del capitalismo, basado en una gestión tecnocrática liderada por los “Chicago Boys” (Garretón, 1983: 132, 135; Garretón, 1983: 131-143). Esta “revolución capitalista” implicó mercados desregulados, indiferencia política respecto a la economía e individuos competitivos (Moulian, 1997: 15-30).




    En 1979, más de dos terceras partes de la región se encontraban viviendo bajo regímenes militares. Los regímenes autoritarios en el Cono Sur de América Latina se caracterizaron por una reestructura capitalista, una reacción antipopular, el anticomunismo, la eliminación física de los enemigos, la violenta destrucción de cualquier organización popular y por la doctrina de seguridad nacional inspirada y apoyada por los Estados Unidos (Garretón, 1983: 89-105; Loveman, 1997; Moulian, 1997). Todos estos regímenes dejaron profundas transformaciones estructurales en sus sociedades y economías. Sus políticas y prácticas resultaron en la desintegración de la “columna vertebral” de estas sociedades, destruyendo la red de organizaciones sociales en la mayoría de los países latinoamericanos (Garretón, 1983: 21-35). 




    En Uruguay, la dictadura cívico-militar fue instalada cuando el presidente constitucional Juan María Bordaberry, conjuntamente con una elite militar, dieron un golpe de estado, disolviendo el Parlamento en 1973. Este régimen autoritario participó en el denominado Plan Cóndor, o sea un acuerdo entre Uruguay, Chile, Argentina, Brasil, Paraguay, Bolivia y los Estados Unidos para perseguir y desaparecer a los partidos políticos de izquierda en la región de América Latina, en el contexto de la Guerra Fría. La dictadura finalizó cuando el Presidente Julio María Sanguinetti fue electo democráticamente en 1984. La transición a la democracia comenzó con un plebiscito promovido por el gobierno militar en el cual la ciudadanía rechazó el régimen autoritario y la reforma constitucional, propuesta por las élites militares en 1980. Además, un acuerdo entre las élites militares y los partidos políticos – excepto el Partido Nacional – conocido como el Pacto del Club Naval, ofreció impunidad a los militares por los crímenes cometidos durante la dictadura. El período autoritario fue también caracterizado por la proscripción de los partidos políticos y los sindicatos, la censura de los medios de prensa, la persecución, los secuestros, las desapariciones forzadas y los asesinatos de los opositores al régimen militar, particularmente en contra de los miembros del Partido Comunista (Busquets & Delbono, 2016).




    De acuerdo a Loveman (1997):




    Durante la década de 1970 y la de 1980 la transición del régimen militar al gobierno civil en América Latina estuvo acompañada usualmente ya fuera por una nueva constitución o una significativa reforma de la constitución existente. En Chile, la Constitución de 1980 impuesta por los militares y modificada en 1989, proveyó un marco jurídico para la transición (p. 374).




    En Uruguay, luego de que la ciudadanía rechazó la Constitución propuesta por los militares en el plebiscito de 1980, las negociaciones entre las élites militares y civiles, las reformas electorales y constitucionales facilitaron la transición de 1984 a 1986, sin eliminar el lenguaje que autorizaba al presidente a “tomar medidas prontas de seguridad” (Loveman, 1997, p. 374).




    En muchos países como Chile, las constituciones transicionales no sólo reconocieron un rol político legítimo para los militares, sino que lo expandieron, justificando la participación militar en todos los niveles de la formulación política y la administración. Gran parte de esta legislación permaneció vigente después de la transición a los gobiernos civiles electos en la década de los años ’80. Las leyes de la seguridad nacional fueron frecuentemente complementadas con las leyes “antiterrorismo” (Loveman, 1997: 366-397). La legislación de seguridad nacional alteró el significado de la democracia en América Latina a través de la imposición de severas restricciones, psicológicas y legales. Esto significa que las protestas públicas, los disturbios o actividades de los partidos políticos, los movimientos sociales, o los sindicatos eran vistos como preocupaciones legítimas de seguridad, requiriendo la vigilancia de la inteligencia militar. Esto ha constituido una importante barrera para las protestas públicas, las elecciones libres y justas, el ejercicio normal de la autoridad civil, la capacidad de los gobiernos electos para implementar sus políticas y para el disfrute efectivo de los derechos civiles (Loveman, 1997: 377-388).




    En Chile, después del golpe de Estado en 1973 y particularmente durante la década de 1980, la población comenzó tímidamente a involucrarse nuevamente en organizaciones de base o populares. Estas organizaciones se dedicaron a ayudar a sus miembros a enfrentar problemas como la violación a los derechos humanos, la malnutrición, la necesidad de empleo y de cuidados de salud. Los partidos políticos, reprimidos y olvidados durante la dictadura, tuvieron que reconstruir sus lazos con la sociedad chilena. Dichos partidos fueron apenas tolerados una vez que comenzaron las protestas democráticas en 1983.




    Oxhorn (1994) afirma: “Las divisiones dentro de la oposición hicieron imposible que los partidos políticos pudieran crear el necesario consenso para iniciar una genuina transición a la democracia antes de 1988” (p. 53). Para ser exitosos, con o sin movilizaciones, la oposición necesitó un consenso sobre una alternativa concreta (Oxhorn, 1994: 49-68; Roberts, 1998: 81-83). La mediación ejercida por los partidos políticos, particularmente las coaliciones y alianzas dentro del sistema de partidos entre la izquierda y el centro, en la forma de la coalición de centro-izquierda Concertación de Partidos por la Democracia3, resultó crucial para la emergencia de una oposición política coherente frente al régimen de Pinochet. Sin embargo, los “enclaves autoritarios” generados por el régimen de Pinochet aún permanecen y requerirán tiempo para ser completamente eliminados (Garretón, 1983: 23-35; Moulian, 1997: 37-44; Navia, 2010: 298-328; Siavelis, 2009: 3-21). Desde la restauración de la democracia en 1990, el Estado chileno, liderado por la Concertación por la Democracia, ha estado preocupado por la relación entre la sociedad civil y el estado, especialmente durante la primera administración de Michelle Bachelet (2006-2010) conocida como “gobierno ciudadano”. De hecho, el arribo de Bachelet a la presidencia en 2006 representó un cambio político, dado que ella fue la primera mujer en alcanzar este cargo y prometió mecanismos de democracia participativa desde abajo hacia arriba (ej: presupuesto participativo en las municipalidades y concejos de la sociedad civil). Sin embargo, su gobierno no implementó los cambios institucionales necesarios para obtener dicha transformación (Navia, 2010; Weeks & Borzutzki, 2012: 105). Además, a pesar de que los gobiernos de la Concertación de 1990 a 2010 han promovido varias reformas para aumentar el gasto social, reducir la pobreza y crear una red de seguridad social para la población vulnerable, esta coalición continúa identificando su modelo económico como Neoliberalismo con rostro humano, lo cual refleja el grado en que la herencia de Pinochet permanece como un factor determinante (Navia, 2010: 298-328). La participación ha sido transformada en un instrumento para la eficiencia y efectividad estatal; el servicio civil continúa siendo un aparato burocrático centralista con una estructura de gerencia top-down y un estilo de toma de decisión tecnocrática y aún se observan varias contradicciones internas y ambigüedades (Cleuren, 2007: 3-18; Eaton, 2004: 218-244; Haughney, 2012: 201-217).




    Así por ejemplo, la Concertación, durante su primer período de administración (1990-1994) propuso la protección de las tierras indígenas y el respeto de la cultura indígena, pero rechazó las nuevas demandas de las organizaciones Mapuche por sus derechos colectivos al territorio y a la autonomía política. A lo largo de cuatro administraciones entre 1990 y 2010, la Concertación apoyó proyectos industriales y de infraestructura que desoyeron las demandas de las comunidades locales y de los pueblos indígenas (Haughney, 2012: 203-207). De hecho, estas contradicciones se han observado durante todos los gobiernos democráticamente electos después de la dictadura en Chile. A su vez, la violencia sistemática y la represión contra las comunidades Mapuche, particularmente en la región de La Araucanía, han sido constatadas y denunciadas por los organismos nacionales e internacionales como el Instituto Nacional de Derechos Humanos de Chile, los Comités de Naciones Unidas, la Corte Interamericana de Derechos Humanos y Amnistía Internacional. En este sentido cabe mencionar a modo de ejemplo el asesinato de un líder Mapuche por parte de la policía nacional (Carabineros) en noviembre de 2018, en el contexto de un conflicto histórico entre las comunidades Mapuche y las compañías forestales en la región de La Araucanía (DW, 2018; DW, 2021; Naciones Unidas, 2013). En la última década, miembros de las comunidades Mapuche, como el caso del Lonko Norín Catriman, así como activistas por los derechos humanos de los indígenas, han sufrido la criminalización y el encarcelamiento por parte de las autoridades nacionales quienes han apelado a la Ley Anti-Terrorista N° 18.314. Este caso fue denunciado por el Comité de Derechos Humanos en 2007 y el Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial (CERD por sus siglas en inglés) en 2009 (INDH, 2013; Corte Interamericana de Derechos Humanos, 2014). 




    Diferentes organizaciones internacionales han denunciado violaciones a los derechos humanos de las comunidades Mapuche, mencionando la falta de autodeterminación, la falta de seguridad y libertad, el trato cruel, inhumano y degradante por parte de las autoridades nacionales, la discriminación, las dificultades para participar en asuntos públicos, y la falta de igualdad ante la ley y los tribunales en Chile (UNPO, 2014). Finalmente, algunos investigadores señalan que el sistema político chileno se caracteriza por la herencia de una “democracia protegida” sugiriendo que la democracia chilena es más procedimental que sustantiva, y funciona para restringir la acción colectiva (Moulian, 1997: 75-76; Heiss, 2017: 470-472).




    A pesar de la influencia del modelo de descentralización orientado hacia el mercado, en algunos países de América Latina, los partidos políticos de izquierda concibieron a la descentralización como una oportunidad para profundizar la democracia y la participación, para promover la equidad social y transformar el modelo del estado desde una propuesta alternativa. En Uruguay, este proceso fue liderado por el Frente Amplio4 en el año 1990; en Brasil, fue liderado por el Partido dos Trabalhadores5 (Partido de los Trabajadores) desde 1989 en adelante (Avritzer, 2002; Canel, 2010; De Souza, 2005; Goldfrank, 2011; Veneziano, 1999; Ziccardi & Cardoso, 2009). De hecho, la descentralización y la participación son consideradas, por algunos investigadores, profundamente vinculadas entre sí y su combinación es propuesta como la clave para mejorar la performance de los gobiernos, activando a la ciudadanía y profundizando la democracia sustantiva. Descentralización y participación constituyen conceptos diferentes pero complementarios de manera tal que el primero es considerado un estadio necesario para alcanzar el siguiente (Goldfrank, 2002; Veneziano, 1999). En América Latina, surgieron algunos proyectos y modelos alternativos de descentralización basados en la participación ciudadana, la rendición de cuentas y el desarrollo local inclusivo, como fue el caso del Presupuesto Participativo (PP) de Porto Alegre (Brasil) en 1989, el de la Intendencia de Montevideo (Uruguay) en 1990 y el del área metropolitana de Caracas (Venezuela) en 19936.




    Los partidos políticos de izquierda buscaron transformar una democracia elitista en una deliberativa desde el nivel local. El centro de sus reformas consistió en crear nuevas instituciones para otorgar capacidad de influencia de la ciudadanía sobre la definición y el manejo del presupuesto por parte de los gobiernos. El proceso de Presupuesto Participativo (PP) de Porto Alegre logró cada uno de estos objetivos, transformándose en un ejemplo exitoso a nivel internacional. En Montevideo, la política de participación ciudadana resultó menos exitosa en promover una participación ciudadana y un compromiso sistemático en los procesos de toma de decisión por parte de la ciudadanía. Sin embargo, dicha política mejoró la transparencia y rendición de cuentas, así como también la prestación de los servicios públicos. La descentralización participativa fue concebida dentro un proceso amplio de reforma del Estado que procuraba la transformación de la burocracia desde una lógica sectorial-vertical a una horizontal-territorial (Veneziano, 1999: 2-28). Esta transformación supone que las necesidades y problemas territoriales son tomados en cuenta desde una perspectiva integral. Esta nueva lógica implica la coordinación y sinergia entre diferentes ministerios y organismos así como redes de gobernanza entre el Estado y la ciudadanía, para mejorar la calidad y eficiencia de las políticas públicas (Buquet & Piñeiro, 2016; Canel 2010; Cardarello et al., 2011; Delamaza et al, 2012; De Souza Santos, 2005; Goldfrank, 2011; Goldfrank, 2002; Veneziano, 1999; Wampler, 2004).




    El factor clave de la transformación que llevó a cabo la izquierda fue la manera de concebir a la democracia: no como un “formalismo burgués” o un instrumento para obtener poder, sino la adopción de la democracia como un valor fundamental y un objetivo permanente (Roberts, 1998: 17-53). Porto Alegre y Montevideo tuvieron esa capacidad de transformación porque sus gobiernos nacionales devolvieron los recursos y las competencias necesarios al nivel local. Ambos partidos políticos promovieron cambios tanto formales como sustantivos: desde la promoción de la participación popular en el proceso de formulación de las políticas, hasta las reformas socio-económicas redistributivas. Cada administración incluyó también medidas para descentralizar las funciones administrativas (Goldfrank, 2011). En este contexto, ha surgido una discusión sobre democracia participativa o deliberativa versus representativa, democracia liberal o elitista en América Latina en las últimas décadas (Avritzer, 2002; Baiocchi & Silva, 2008; Canel, 2010; Coraggio, 2004; De Souza, 2005; Fung & Wright, 2001; Goldfrank, 2001; Nylen, 2003; Schönleitner, 2006). La idea fundamental detrás de este debate es que la democracia representativa no debería ser reemplazada por la democracia participativa, sino que ésta última debería ser entendida como complementaria y correctiva con el potencial de transformar la primera. Por tanto, la democracia participativa presupone una democracia representativa que funcione correctamente; la expansión de la participación puede reforzar la democracia liberal a través del empoderamiento de la ciudadanía (Nylen, 2003; Baiocchi & Silva, 2008; Schönleitner, 2006).




    Sin embargo, los enfoques que enfatizan la participación a nivel local se sustentan en algunas suposiciones problemáticas, tales como: los actores de la sociedad civil constituyen inherentemente una fuerza pro-democrática; son capaces y están dispuestos a controlar al Estado; los diseños institucionales para la participación son independientes de – en vez de estar insertos en – las dinámicas políticas; y que la ciudadanía transformará sus preferencias y promoverá procesos de toma de decisión más allá del poder o las políticas clientelistas (Shönleitner, 2006: 35-63). En consecuencia, es importante analizar el rol de las instituciones democráticas, participativas y liberales para profundizar la democracia; investigar cómo estas instituciones interactúan entre sí; cómo afectan a los diferentes actores; qué tensiones y dilemas existen y en qué tipo de democracias se enfocan los gobiernos de centro-izquierda para promover la consolidación democrática. La sociedad civil quizás no sea lo suficientemente capaz de trabajar a favor de una consolidación democrática mientras el sistema político y las instituciones políticas no hayan sido reformadas y la participación deliberativa no alcanzará un buen desarrollo mientras la democracia representativa no se haya fortalecido (Shönleitner, 2006: 35-63).




    Tal como explica Goldfrank (2002), la interrelación entre descentralización y participación constituye una condición para la profundización de la democracia y la construcción de ciudadanía. En América Latina, la relación entre gobierno y las organizaciones de la sociedad civil han sido caracterizadas como oposición, sustitución, sumisión e incipiente cooperación (Goldfrank, 2002: 51-83).




    Las políticas públicas participativas cobran sentido dentro de una teoría de gobernanza democrática basada en dos principios: que la participación de los actores sociales dará lugar a una acción gubernamental más eficiente; y que el apoyo ciudadano surgirá de la acción del gobierno. Entonces, las estrategias de oposición al gobierno deben ser abandonadas (Baqueiro, 2015: 86-104). Las agencias internacionales enfatizan la participación y la descentralización y a ésta se la considera como un medio clave para lograr la participación. Sin embargo, estas ideas son utilizadas a veces para ocultar la naturaleza y los efectos del poder y de los conflictos, a pesar de que el poder y los conflictos son esenciales para la democracia. La concreción del potencial de una comunidad participativa depende del establecimiento de un contexto político que asegure los derechos de las personas más marginadas, las condiciones para la democracia deliberativa (Harris, 2001: 14-28).




    La mayoría de las definiciones, independientemente de la perspectiva teórica adoptada, reconocen que la descentralización consiste en un proceso que requiere diferentes etapas: desconcentración, delegación y devolución. Su secuencia determina el grado de distribución del poder desde el nivel central al local y el éxito del proceso (Falleti, 2005: 327-346). La desconcentración implica la transferencia de funciones sin autonomía financiera y política. La delegación refiere a la transferencia de responsabilidad para la toma de decisión y la administración de fondos públicos que no se encuentran controlados por el gobierno central. La devolución supone la transferencia de autoridad para la toma de decisión, las finanzas y la gestión desde el gobierno central hacia unidades cuasi autónomas del gobierno local (Ziccardi & Cardozo, 2009; Falleti, 2005; Litvack, 1998).




    Finalmente, en América Latina, los modelos alternativos de descentralización, han fomentado un proceso de desarrollo genuino dado que produjeron una mayor equidad a través de la participación de la sociedad civil en el diseño, implementación, monitoreo y evaluación de las políticas públicas. La eficiencia redistributiva del Presupuesto Participativo (PP) en Porto Alegre ha sido confirmada por diversas investigaciones. De hecho, la región más pobre de la ciudad ha tenido la misma capacidad de decisión que la región más rica. La importancia de la naturaleza distributiva del PP es considerada la primera etapa de una democracia redistributiva (Albuquerque, 2004; Avritzer, 2002; Borja, 1987; De Souza Santos, 2005; Hickley & Mohan, 2005; O’ Rourke, 2002). El PP en Brasil ha implicado una eficiencia redistributiva, rendición de cuentas y calidad de representación en una democracia participativa, así como una transición desde una tecno-burocracia a una tecno-democracia (De Souza, 2005: 307-376). Esta transformación ha supuesto un verdadero proceso de apropiación, por parte de la ciudadanía, de los espacios públicos y mecanismos de participación por parte de la ciudadanía, para analizar, comprender, decidir y proponer proyectos alternativos para mejorar sus vidas como comunidades locales.
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